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RESUMEN 

 

En esta Tesina analizamos de una manera conceptual y práctica a las Medidas 

Cautelares Constitucionales en el Ecuador,   como una herramienta fundamental que nos 

brinda la Constitución de la República del Ecuador del 2008 para prevenir que se 

vulnere un derecho constitucional o para cesar la vulneración del mismo, así como 

también para evitar o cesar la amenaza de un derecho constitucional, de manera urgente, 

rápida, que necesita de un procedimiento oportuno y muy particular para que se 

cumplan con los fines y objetivos de las Medidas Cautelares Constitucionales. 

 

En la primera parte hacemos referencia a los antecedentes de la Medidas Cautelares 

Constitucionales y su conceptualización, luego pasamos a analizar los requisitos, 

características y prohibiciones para interponer  las Medidas Cautelares Constitucionales. 

En la parte final se desarrolla el procedimiento desde el punto de vista doctrinario y 

práctico con el análisis de dos casos concretos. 

 

Llegando a la conclusión que las Medidas Cautelares Constitucionales son una 

herramienta tan importante como nueva que hace falta desarrollarla, sin embargo 

constituye un pilar fundamental para garantizar la no vulneración de los derechos 

Constitucionales y la Tutela Judicial Efectiva. 
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INTRODUCCION 

 

La aspiración  de todo ciudadano es alcanzar la justicia y tener un ordenamiento jurídico 

que nos ayude a alcanzarla. 

 

Las Medidas Cautelares Constitucionales  aportan en gran medida con la consecución 

de esta aspiración y evitan  la indefensión, son la herramienta que tenemos todos los 

ciudadanos para prevenir o interrumpir la violación de un derecho constitucional, evitan 

o hacen cesar la amenaza de la violación de un derecho constitucional. 

 

Tiene un procedimiento ágil, sencillo  e informal que necesita de gran conocimiento y 

buena fe de todos los actores de Justicia (Abogados-Jueces-partes)  para que las 

medidas cautelares cumplan con su fin y no se abuse de ellas o lo contrario no se las 

aplique de la amanera inadecuada. 

 

 Es necesario estudiar a las Medidas Cautelares Constitucionales en su parte doctrinaria, 

conceptual y práctica con el análisis de dos casos, para observar desde las dos 

perspectivas el deber ser y el ser de las Medidas Cautelares Constitucionales en su 

aplicación, así podemos considerar  lo que ocurre en la práctica y como lo podemos 

mejorar  y aprender de los aciertos y desaciertos. 
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Nuestra Constitución y sus garantías son nuevas y pioneras por lo tanto tenemos un 

largo camino que recorrer donde hay que aprender a desaprender y volver a comprender 

y aprender. 
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MEDIDAS CAUTELARES CONTITUCIONALES EN EL ORDENAMIENTO 

JURIDICO ECUATORIANO: análisis de casos prácticos 

 

Capítulo I 

 

1.1 Antecedentes de las medidas Cautelares Constitucionales     

 

El antecedente más próximo de las medidas Cautelares Constitucionales lo encontramos 

en la Acción de Amparo Constitucional,  consagrada en la Constitución Política del 

Ecuador de 1998.  

 

“Etimológicamente Amparo significa, prevenir, ponerse a buen recaudo antes de que 

suceda algo. Acción y efecto de amparar y ampararse.” (Aguirre, 2008). 

 

 Ramiro Avila Santamaría dice que la Acción de Amparo Constitucional es  

eminentemente cautelar que lo que busca es que se tomen medidas “de carácter 

provisional para prevenir o cesar la violación de un derecho humano, por lo que se 

toman medidas urgentes de seguridad, que no son definitivas” (Avila, 2007) . 

 

 La finalidad de la Acción de Amparo Constitucional era la de  “tomar medidas 

provisionales de defensa o seguridad del derecho, mas no declara dicho derecho ni 

resuelve un asunto de lato conocimiento” (Uribe, 2012, pág. 84). “La acción de amparo 

entonces fue concebida como un mecanismo de defensa y garantía de los derechos 

constitucionales” (Uribe, 2012, pág. 85). 
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La Acción de Amparo Constitucional tenía características muy similares a las que hoy 

se mantienen en las Medidas Cautelares Constitucionales, como por ejemplo su objetivo 

de cesar o evitar la vulneración de derechos, su tramite sencillo, preferente y sumario, la 

adopción de las medidas son de carácter urgente ya que se está causando o amenazando 

con causar un daño grave. No serán susceptibles de Acción de Amparo Constitucional 

así como de interponer medidas cautelares constitucionales  cuando se trate de 

decisiones judiciales. 

 

La Acción de Amparo Constitucional y las Medidas Cautelares Constitucionales no 

tienen únicamente coincidencias sino también  diferencias  como por ejemplo  que   la  

Acción de Amparo Constitucional era apelable ante el Tribunal Constitucional mientras 

que  las Medidas Cautelares Constitucionales no son apelables. 

 

 Esta acción trajo consigo grandes adelantos constitucionales en cuanto a la garantía de 

cumplimiento de derechos,  sin embargo de ello al incluirse dentro del art. 95 de la 

Constitución Política del Ecuador de 1998  que estas medidas estaban destinadas para 

entre otras cosas: 

   “… remediar inmediatamente las consecuencias de un acto u omisión 

 ilegítimos de una autoridad pública, que viole o pueda violar cualquier derecho 

 consagrado en la Constitución o en un tratado o convenio internacional 

 vigente, y que, de modo inminente, amenace con causar un daño grave.” 

 

 Nos  conduce a una encrucijada, ¿estamos frente a un proceso de conocimiento?, lo 

lógico es que no,  ya se desvirtuaría completamente con la finalidad propuesta, sin 

embargo la Acción de Amparo Constitucional podía no solo garantizar y cautelar 
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derechos sino también  ““remediar las consecuencias  de un acto u omisión”, en 

otras palabras podía reparar los daños causados… no únicamente se podía precautelar o 

evitar la comisión de un daño, sino que de hecho podía reconocer la existencia de un 

daño e inclusive ordenar medidas de reparación” (Uribe, 2012, pág. 86). 

 

Trayendo así  la necesidad  de que el constituyente analice la finalidad,  los objetivos de 

la Acción de Amparo Constitucional y el desenvolvimiento de la misma, la utilice como 

antecedente y elabore una Medida que cumpla con la finalidad y objetivos,  sin dar paso 

a que se desvirtúe la esencia,  pero dejando de lado la posibilidad de que sea el medio de 

reconocimiento de la existencia de un daño y sus formas de reparación,  el mismo ( de 

ser el caso) que será resuelto en vía ordinaria. Redactando así con sus coincidencias y 

diferencias las Medidas Cautelares Constitucionales.  

 

1.2 Concepto de las Medidas Cautelares Constitucionales. 

 

El diccionario de la Real Academia Española, define a  medida según la acepción que 

interesa para nuestro estudio como: “Disposición, prevención…. tomar, adoptar 

medidas.” 

 

Según el diccionario Jurídico elemental de Guillermo Cabanellas Cautelar es: “Prevenir, 

adoptar precauciones, precaver.” 
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Tomando estas definiciones  sencillas pero muy claras  decimos que,  las Medidas 

Cautelares Constitucionales son una herramienta que nos sirve para prevenir y tomar 

medidas sobre el posible daño que se nos pueda causar o evitar que  el mismo siga 

sucediendo.    

 

El Dr. Luis Cueva Carrión define a las medidas cautelares constitucionales como:  

 “Un conjunto de garantías prescritas jurídicamente para que el titular de un 

 derecho asegure, en forma oportuna, su ejercicio a fin de prevenir un daño o un 

 peligro o para asegurar el resultado de la resolución definitiva. 

 Son medidas preventivas y temporales que contribuyen, en forma oportuna, a la 

 restauración de los derechos violados y a la efectividad de la tutela judicial de 

 los derechos. 

 …Son medidas que nos conducen hacia la defensa de los derechos y la 

 realización de la justicia en forma oportuna, expedita y cierta.” 

 (Carrion,2012,pág.78) 

 

La Corte Interamericana de Derechos Humanos ha definido, a las Medidas Cautelares 

Constitucionales según  Uribe Terán como:  

 “Las medidas provisionales (que) tienen un carácter no solo cautelar, en el 

 sentido de que preservan una situación jurídica, sino fundamentalmente tutelar. 

 Por cuanto protegen derechos humanos, en la medida en que buscan evitar daños 
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 irreparables a las personas (…) De esta manera, las medidas provisionales se 

 transforman en una verdadera garantía jurisdiccional de carácter preventivo”      

 (Uribe,2012,pág.91) 

 

Estas medidas serán necesariamente de carácter  provisional, las mismas que estarán 

vigentes mientras persista la necesidad de protección,  para evitar la violación o 

amenaza de un  derecho Constitucional o  la cesación de la violación o la amenaza de un 

derecho Constitucional. 

 

1.3 Finalidad  de las medidas Cautelares Constitucionales 

 

En la  Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional (en adelante 

LOGJCC) se encuentra claramente establecida la finalidad de las medidas cautelares 

Constitucionales en su art. 26 que dice: 

 “Las medidas cautelares tendrán por objeto evitar o cesar la amenaza o violación 

 de los derechos reconocidos en la Constitución y en instrumentos internacionales 

 sobre derechos humanos. 

 Las medidas cautelares deberán ser adecuadas a la violación que se pretende 

 evitar o detener, tales como la comunicación inmediata con la autoridad o 

 persona que podría prevenir o detener la violación, la suspensión provisional del 

 acto, la orden de vigilancia policial, la visita al lugar de los hechos. En ningún 

 caso se podrán ordenar medidas privativas de la libertad” 



8 
 

 

 

Desglosando los presupuestos establecidos en el art. transcrito,  la finalidad de las 

Medidas Cautelares Constitucionales son: 

a) evitar la amenaza de los derechos reconocidos en la Constitución y en 

instrumentos internacionales  sobre derechos humanos. 

b)  cesar la amenaza de los derechos reconocidos en la Constitución y en 

instrumentos internacionales  sobre derechos humanos. 

c) Evitar la violación de los derechos reconocidos en la Constitución y en 

instrumentos internacionales  sobre derechos humanos. 

d) Cesar la violación de los derechos reconocidos en la Constitución y en 

instrumentos internacionales  sobre derechos humanos. 

 

El primer presupuesto (evitar la amenaza) es pura lírica del constituyente ya que es 

imposible evitar una amenaza. No así con los demás que son plenamente ejecutables de 

una manera objetiva y practica con herramientas concretas y eficaces. 

 

A decir de Uribe Terán al citar a la jurisprudencia de la Haya nos dice que el objeto de 

las medidas cautelares es el de “preservar los derechos de cada parte durante el tiempo 

en el que la decisión de fondo se encuentre pendiente”. Pero nos dice además que esto 

no es suficiente y que también tiene como finalidad generar mecanismos “que impiden 

que un posible daño se convierta en un daño efectivo, permitiendo establecerlas como 
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verdaderos mecanismos de protección de derechos constitucionales” (Uribe, 2012, págs. 

88-89). 

 

Es decir  las Medidas Cautelares Constitucionales tienen como finalidad la de evitar la 

vulneración de derechos establecidos en la constitución o tratados internacionales en 

asuntos de derechos humanos vigentes o cesar el daño que se esté produciendo de 

manera provisional mientras sea necesaria la protección y perdure la violación o 

amenaza. 
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Capítulo II 

 

 

2.1 Requisitos para las medidas cautelares 

 

A pesar que no existe un criterio doctrinario unánime sobre los presupuestos para que 

un Juez Constitucional pueda conceder las medidas Cautelares, sin embargo de la 

lectura de textos de varios autores al respecto  todos coinciden en los siguientes 

requisitos  básicos que el Juez debe observar previamente para conceder las medidas 

cautelares y estos son: periculum in mora    (el peligro en la demora);  fomus bonis iuris 

(la apariencia del buen derecho); Inminencia, Gravedad y Urgencia.    

 

2.1.1Periculum in mora  (el peligro en la demora) 

 

Los conflictos que se devienen de el desarrollo de la sociedad y las relaciones inter 

personas (naturales o jurídicas)  no pueden ser solucionados  por “mano  propia” ya que  

se originaría un caos social, es necesario entregar esa necesidad de justicia y solución 

eficaz de conflictos a una tercera persona, en este caso al Estado por medio de la 

Función Judicial, la misma que es la encargada de administrar justicia  por medio de  

procesos y procedimientos 

  

 Roberto Villarreal Cambizaca al citar a Calamandrei  señala  que “en un ordenamiento 

procesal puramente ideal, en el que la providencia definitiva pudiese ser siempre 

instantánea, de modo que, en el mismo momento en el que el titular del derecho 

presentase la demanda se le pudiera de inmediatamente otorgar justicia de modo pleno y 
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adecuado al caso, no habría lugar para las providencias cautelares” (Cambizaca, 2009, 

pág. 17). Sin embargo, esto queda únicamente en el ideal y la realidad es que  por falta 

de eficiencia o porque no pueden ser de otra manera para que el resultado final “la 

justicia” sea eficiente y real toman un tiempo que en ocasiones es demasiado largo y si 

esperaríamos a que se termine este proceso ordinario la justicia resultaría ineficaz ya 

que “la demora en el trámite de los procesos puede ocasionar a) falta de objeto; y b) el 

peligro de retraso. En el primer caso se torna imposible la ejecución de la sentencia por 

falta de objeto y, en el segundo, el resultado favorable de la sentencia carece de utilidad 

porque llega demasiado tarde, similar a la medicina que se le va a entregar al enfermo 

que ya a muerto” (Carrion, 2012, pág. 54)   

 

Las Medidas Cautelares Constitucionales son las herramientas encargadas de  que esto 

no suceda y de evitar como nos dice Roberto Euclides Villarreal Cambizaca  que el 

daño temido se transforme en daño real, o se agrave el daño ya ocurrido  por la demora 

en el tiempo. 

 

2.1.2 Fomus bonis iuris (La apariencia del buen derecho) 

 

Como nos dice de manera muy didáctica Villareal obra ya citada. La apariencia del 

buen derecho es un requisito fundamental de las Medidas Cautelares Constitucionales  

ya que las mismas no analizan el fondo del derecho que será resuelto en vía ordinaria 

por medio de un proceso exhaustivo y detallado, sino como nos dice Cueva Carrión 

basta con “la existencia probable de un derecho… nunca la demostración de su 

existencia plena” (Carrion, 2012, pág. 56). Al respecto Liebeman citado por Cueva 

Carrón nos dice  “ sobre el primer punto ( el fomus boni iuris), no se trata de establecer 
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la certeza de la existencia del derecho, que es propiamente el objeto del proceso 

principal, sino solamente de formular un juicio de probabilidad de su existencia, sobre 

la base de una cognición sumaria y superficial”. 

   

Es por esto que es muy necesario que se cuide siempre la lealtad procesal y la 

objetividad al momento de realizar la  petición, con una narración simple y sutil del 

derecho vulnerado o de su posibilidad,  de manera real y sin exageraciones para que el 

Juez pueda tomar su decisión con plena convicción y seguridad que  lo narrado es real y 

no hacer incurrir  al Juez en  graves errores, porque una Medida Cautelar Constitucional  

dictada sin razón también genera un grave daño a la parte procesal. 

 

2.1.3 Inminente, Grave y Urgente  

 

Para poder analizar este requisito es indispensable  tomar en consideración el art. 27 de 

la LOGJCC y estudiarlo de manera razonada el mismo que reza:  

  “Las medidas cautelares procederán cuando la jueza o juez tenga conocimiento 

 de un hecho por parte de cualquier persona que amenace de modo inminente y 

 grave con violar un derecho o viole un derecho. 

 Se considerará grave cuando pueda ocasionar daños irreversibles o por la 

 intensidad o frecuencia de la violación. 

 No procederán cuando existan medidas cautelares en las vías administrativas u 

 ordinarias, cuando se trate de ejecución de órdenes judiciales o cuando se 

 interpongan en la acción extraordinaria de protección de derechos.”  
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La amenaza de la violación de un derecho o la violación del mismo tiene que ser de 

manera inminente.  Según el diccionario de la Real Academia Española inminente es 

“Que amenaza o está para suceder prontamente” es decir no estamos frente a una 

suposición subjetiva de algo que podría ocurrir algún día,  sino todo lo contrario se trata 

de algo real objetivo y urgente que no admite demora,  ya que la amenaza o el daño es 

algo palpable y concreto y debe cesar de manera inmediata o evitarse de manera 

URGENTE. 

 

Así mismo la amenaza de la violación de un derecho o la violación del mismo tiene que 

ser de manera grave, el Constituyente  en el segundo inciso del art. 27 de la LOGJCC 

expresa qué se entiende por grave y dice  “se considera grave cuando  pueda ocasionar 

daños irreversibles o por la intensidad o frecuencia de la violación” lo que ha producido 

discusiones doctrinarias,  ya que los daños irreversibles serán aquellos que se produzcan 

solamente frente a derechos como los que atenta contra la vida y la salud dejando 

excluidos a los demás que también son de gran importancia y pueden afectar 

enormemente a los derechos de los ciudadanos,  pero son reversibles como es el caso de 

restitución de un empleado o trabajador, a su cargo por ejemplo.  

 

Sin embargo podemos decir que esto en algo se remedia cuando también en el mismo 

artículo hace referencia a la intensidad o frecuencia dejando abiertas las puertas para 

que el Juez Constitucional con su sana crítica y aplicando los principios constitucionales 

resuelva si se cumple o no con los requisitos necesarios para las Medidas Cautelares 

Constitucionales y en consecuencia pueda o no dar paso a las mismas. E ahí otro 

clarísimo ejemplo de la necesidad real de la buena formación de nuestros Jueces en 

materia constitucional. 
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2.2.- Características de las Medidas Cautelares Constitucionales. 

 

No existe una coincidencia entre los autores sobre las características que deben contener 

las medidas cautelares por lo que, hemos realizado nuestra propia caracterización de las 

mismas tomando como referencia a distintos doctrinarios.   

 

2.2.1 Adecuación 

 

 Si tomamos en cuenta que la finalidad de las Medidas Cautelares Constitucionales es la 

de  evitar o cesar la amenaza o violación de los derechos reconocidos en la Constitución 

y en instrumentos internacionales sobre derechos humanos, las Medidas Cautelares 

Constitucionales otorgadas deben guardar relación con dicho y ser las que garanticen 

por medio de sus herramientas   que efectivamente  se cese la amenaza o la vulneración 

del derecho o que se evite la vulneración del mismo  

 

 La  Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional en el segundo 

inciso del art. 26 nos dice que: 

  “Las medidas cautelares deberán ser adecuadas a la violación que se pretende 

 evitar o detener, tales como la comunicación inmediata con la autoridad o 

 persona que podría prevenir o detener la violación, la suspensión provisional del 

 acto, la orden de vigilancia policial, la visita al lugar de los hechos. En ningún 

 caso se podrán ordenar medidas privativas de la libertad.” 

 

Si estamos frente a la amenaza de la violación del derecho de una madre embarazada  

que está expuesta a trabajos excesivamente fuertes y con peligro de contaminación lo 
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que podría producir de manera inminente es  una pérdida o mal formación del niño que 

esta por nacer y además un daño irreparable en la salud de la madre gestante, lo lógico 

que sería que dentro de mas Medidas Cautelares Constitucionales esté la reubicación en 

otro puesto de trabajo de la mujer embarazada. 

 

Como establece la LOGJCC tiene además que  ser comunicado  de manera inmediata 

con la autoridad que podría evitar o detener tal violación, en este ejemplo se debería 

comunicar de manera inmediata al Ministerio de Relaciones Laborales, al Patrono o la 

persona encargada  para que  cumpla con la reubicación  de manera rápida y urgente ya 

que se encuentra en  peligro  una mujer embarazada y del niño que esta por nacer. 

 

También es necesario que la medida cautelar este acorde con lo que se pretende evitar. 

En el mismo caso que analizamos si se prohíbe la enajenación de los bienes del 

empleador  por ejemplo y no se ordena la reubicación de la trabajadora, no se cumple 

con la finalidad de las Medidas Cautelares Constitucionales,  es decir no va a cesar la 

violación del derecho o la amenaza del mismo porque no está acorde la medida 

impuesta con la vulneración o amenaza del derecho Constitucional.  

 

2.2.2.- La provisionalidad 

 

Las Medidas Cautelares Constitucionales no se pueden dictar en tiempo indefinido sino 

necesariamente tiene que tener una temporalidad, “una limitación de la duración de sus 

efectos en el tiempo” (Uribe, 2012, pág. 89) hasta que no haya que proteger o evitar,  

porque recordemos que las medidas cautelares no se han dictado por un  plazo o un 

término sino por el tiempo que sea necesario para la defensa de los derechos 
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constitucionales. En conclusión podemos decir que las medidas cautelares son 

provisionales ya que pierden su razón de ser al momento que el peligro de la 

vulneración de un derecho o la vulneración del mismo a cesado. Es decir  “desaparecen 

las razones que lo motivaron”. 

 

2.2.3 Revocable   

 

La revocabilidad de las medidas Cautelares es otra de sus características y así el Juez 

tiene la alternativa de revocar las medidas cautelares impuestas “pero no es una medida 

sujeta a su discreción y sólo debe dictarla cuando ocurran cualquiera de las siguientes 

circunstancias: a) se haya evitado o interrumpido la violación de derechos; b) haya 

desaparecido la amenaza inminente y grave de vulneración de los derechos o, c) se 

demuestre que no hay fundamentos para mantenerla” (Egas, Luque, & Zavala, 2012).  

 

El art. 35 de la LOGJCC  dice que:  

 “La revocatoria de las medidas cautelares procederá sólo cuando se haya evitado 

 o interrumpido la violación de derechos, hayan cesado los requisitos previstos en 

 esta ley o se demuestre que no tenían fundamento. En este último caso, la 

 persona o institución contra la que se dictó la medida podrá defenderse y 

 presentar los hechos o argumentos que sustenten la revocatoria de la medida 

 cautelar. Para que proceda la revocatoria, la institución o persona a quien se haya 

 delegado o las partes, deberán informar a la jueza o juez sobre la ejecución de 

 las medidas. 
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 Cuando la jueza o juez considere que no procede la revocatoria, deberá 

 determinar las razones mediante auto, que podrá ser apelado en el término de t

 res días.” 

 

La finalidad de las Medidas Cautelares Constitucionales es evitar que se amenace o siga 

amenazando con la violación de derechos constitucionales o que se  violen o se sigan 

violando los mismos  y si esto ha cesado no tiene ninguna razón de ser  la de precautelar 

algo que no existe o ha sido solucionado. Por ejemplo en el caso analizado en la primera 

característica, si la mujer ya da a luz y vuelve a sus condiciones “normales” es 

inoficioso el mantener la medida cautelar  para “garantizar”  que cese la amenaza o 

violación  de un derecho que ya no es tal.  

2.2.4.- Proporcionales  

La Medidas Cautelares Constitucionales deben  guarda “proporción” entre el daño 

inminente, el derecho vulnerado o la peligrosidad que  produzca este daño con la 

medida cautelar que ordene el Juez.  Por ejemplo como en el  caso que analizaremos 

más adelante a detalle, evidentemente la medida cautelar ordenada por el Juez no era 

proporcional,  lo que se  buscaba era evitar que el ex empleador venda sus bienes y no 

tenga con que cancelar su obligación en el caso que el Juez Laboral por medio de 

sentencia reconozca el derecho que a una mujer embarazada  se le estaban vulnerado y 

la amenaza inminente de otros derechos que podían ser  violados  como el de la salud, 

vivienda y  proyecto de vida. 

La cuantía fijada en vía laboral era la  de diecinueve mil dólares, sin embargo el Juez 

Constitucional ordenó la prohibición de enajenar todos los bienes del representante legal 

así como de la compañía, lo cual era notablemente desproporcionado, ya que con la 
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prohibición de venta de un bien o máximo dos de ellos se cumplía completamente con 

el objetivo de la medida cautelar. 

 La falta de proporcionalidad puede causar un atentado a los derechos Constitucionales 

de las partes. 

  2.3Prohibiciones para interponer Medidas Cautelares Constitucionales   

A pesar que en la Constitución de la República del Ecuador en su art. 87 dispone que  

“Se podrán ordenar medidas cautelares conjunta o independientemente de las acciones 

constitucionales de protección de derechos, con el objeto de evitar o hacer cesar la 

violación o amenaza de violación de un derecho.” no hace referencia a ninguna 

excepción, sin embargo en la LOGJCC en su art. 27 citado en líneas anteriores en su 

último inciso es claro que expresamente prohíbe la posibilidad de interponer medidas 

cautelares en ciertos casos, que son:   

 

2.3.1.-  Existan medidas cautelares en las vías administrativas u ordinarias.  

 

En esta exclusión hay varias interpretaciones al respecto, quienes dicen que con solo la 

posibilidad que en vía administrativa u ordinaria  se pueda  solicitar las medidas 

cautelares así no se hayan solicitado, es fundamento suficiente para que el Juez 

Constitucional niegue las Medidas Cautelares ya que deben ser solicitada en la vía 

adecuada (La posible).  Sin embargo no coincidimos con este criterio ya que lo que se 

busca es evitar que se produzca la vulneración de un derecho o la cesación del mismo de 

manera urgente como ya lo hemos analizado a profundidad en líneas anteriores y si por 

ejemplo el procedimiento de solicitud de medidas cautelares en la vía ordinaria o 

administrativa no es lo suficiente ágil y oportuna, no se estaría cumpliendo con la 
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finalidad de las Medidas Cautelares Constitucionales,  y estaríamos cayendo en el falso 

concepto que las mismas son subsidiarias y que se debería agotar todas las posibles vías 

antes de interponerlas desbaratando así,  la razón de ser de las Medidas Cautelares 

Constitucionales. 

 

Esta exclusión hace referencia no a la posibilidad de solicitar Medidas Cautelares 

Constitucionales en vía administrativa u ordinaria , sino mas bien,  si lo ha solicitado ya 

en esta vía no es posible volverla a solicitar en vía constitucional  ya que no se puede 

duplicar medidas cautelares sobre lo mismo o peor aun solicitar medidas cautelares por 

medidas cautelares. 

 

2,3,2Cuando se trate de ejecución de órdenes judiciales.  

 

Esta exclusión es sumamente lógica más aún  “cuando la decisión judicial se halla no 

solo ejecutoriada, sino ejecutada y por tanto sus efectos se han consumado. Solo en esta 

situación las mediadas cautelares se vuelven inaplicables pues el daño se ha producido y 

no cabe ya evitarlo o suspenderlo, que es lo que hacen las medidas cautelares, sino 

exclusivamente repararlo mediante la acción extraordinaria de protección” (Grijalva, 

2012, pág. 287). 

 

2.3.3 Cuando se interpongan en la acción extraordinaria de protección de derechos. 

 

En el art. 27 de la LOGJCC  nos dice que no procederán las medidas cautelares cuando 

se interponga en la acción extraordinaria de protección de derechos. Existiendo ahora sí 

una gran contradicción con lo que expresa la Constitución en su art. 87, siendo esta 
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exclusión inconstitucional  ya que,  si tomamos en cuenta que  la acción extraordinaria 

de protección  es una acción  constitucional de protección de derechos la misma que 

tiene por finalidad  “proteger los derechos constitucionales de las personas, 

comunidades, pueblos y nacionalidades contra las vulneraciones producidas mediante 

actos jurisdiccionales” (Lema, 2012). Lo lógico es hacer todo lo posible para que, esta 

vulneración de derechos cese o los efectos de los mismos,  no lo contrario ya que la 

presentación de la Acción Extraordinaria de Protección por sí misma no suspende la 

ejecución de la sentencia o autos definitivos que han violado (presumiblemente) 

derechos reconocidos en la Constitución.   

 

 Si al presentar la Acción Extraordinaria de Protección existen grandes posibilidades de 

que exista la vulneración de derechos constitucionales  los mismas se harán  efectivos al 

momento que se ejecute la sentencia que está produciendo la vulneración de los 

derechos,  no encuentro el sentido de que no procedan las medidas cautelares en estos 

casos,  ya que la misma cesará los efectos de la vulneración del derecho con la decisión 

de la suspensión de la ejecución de la sentencia, cumpliendo con todos los requisitos 

que deben contener las Medidas Cautelares Constitucionales como por ejemplo que 

serán provisionales hasta que la Corte Constitucional resuelva sobre la Acción 

Extraordinaria de Protección. 
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  Capítulo III 

 

3.1Procedimiento 

 

Por la finalidad y objeto de las Medidas Cautelares Constitucionales  y la necesidad de 

la urgencia con la que deden  ser tratadas es necesario  tener un procedimiento con 

carácteristicas propias que nos ayude a clumplir con dicha finalidad . 

 

 En el art. 31 de la LOGJCC hace referencia a lo dicho y muy claramente manifiesta 

que:    

 “El procedimiento para ordenar medidas cautelares será informal, sencillo, 

 rápido y eficaz en todas sus fases. La jueza o el juez tendrá la obligación de 

 buscar los medios más sencillos que estén a su alcance para proteger el derecho 

 amenazado o que está siendo vulnerado”. 

 

Esto en total relación con lo prescrito en el numeral 2 literal a) del artículo 86 de la 

Constitución de la República del Ecuador al hablar de las Garantías Jurisdiccionales que 

nos dice: “…a) El procedimiento será sencillo, rápido y eficaz. Será oral en todas sus 

fases e instancias…”. 

Por lo tanto sus características son: 

a) Informal 

b) Sencillo 

c) Rápido 
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d) Eficaz 

e) Oral 

 

A pesar de las características que debe contener el procedimiento de las  Medidas 

Cautelares Constitucionales por su naturaleza como ya lo habíamos expuesto, es 

necesario enmarcarlo y enunciar “reglas mínimas” para su desenvolvimiento y brindar 

seguridad jurídica y un debido proceso,  con la finalidad de que ninguna de las partes   

se vean afectadas  ni vulnerados sus derechos al  momento de plantear y  ser resueltas  

las Medidas Cautelares Constitucionales. 

 

En la LOGJCC desde su art. 32 hasta el 38 habla sobre el procedimiento de las Medidas 

Cautelares las mismas que analizaremos a continuación: 

 
3.1.1 Juez Competente y Petición. 

 

El Juez competente para conocer las Medidas Cautelares Constitucionales  según el art. 

7 de la LOGJCC será: 

  “cualquier Juez de primera instancia  del lugar en donde se origina el acto u 

 omisión o donde se producen sus efectos. Cuando en la misma circunscripción 

 territorial hubiere varias juezas o jueces competentes, la demanda se sorteará 

 entre ellos. Estas acciones serán sorteadas de modo adecuado, preferente e 

 inmediato. En caso de que se presente la demanda oralmente, se realizará el 

 sorteo sólo con la identificación persona”. 

 

 Casi idéntico texto lo encontramos en la Constitución de la República del Ecuador en 

su art. 86 numeral 2. 
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Esta petición puede realizarse de manera oral o escrita; individual o colectiva, sin 

formalidades ni fundamentos de derecho y no es necesario el patrocinio de un abogado. 

Sin embargo a pesar de lo dicho,  por un asunto de lógica y orden jurídico es necesario 

que dentro de la petición se realice una narración clara, completa y objetiva de los 

hechos, para que le brinde al Juez  suficientes elementos de juicio y  al momento de  

tomar una decisión la haga con  plena convicción que lo resuelto es lo Justo.  

 

Es necesario además  cumplir con lo que establece el art. 32 de la LOGJCC en su último 

inciso que dice: “el peticionario deberá declarar si ha interpuesto otra medida cautelar 

por el mismo hecho”. Ya que si lo ha realizado no se podrá dar paso a la misma.     

 

3.1.2Resolución.-   

 

El Juez una vez que conozca sobre la petición de Medidas Cautelares Constitucionales  

puede admitir o denegar la misma  por la sola narración de los hechos, es por esto que 

es tan necesario el Fomus bonis iuris (La apariencia del buen derecho), ya que no se 

necesita  pruebas ni notificación a la parte contraria para tomar la decisión y dictar la 

resolución, la misma que no es apelable por la esencia misma  de las Medidas 

Cautelares Constitucionales,  lo que sí procede es la revocatoria de las mismas,  cuando 

ya no sean necesarias o exista falta de fundamento para haberlas dictado, por lo que,  no 

atenta de ninguna manera con la constitución en su principio del doble conforme. 

 

En el caso que el Juez  resuelva conceder la medida cautelar  deberá: 

a) Especificar e individualizar las obligaciones positivas y negativas  
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b) El  destinatario de las medidas cautelares (quien debe cumplir las obligaciones 

impuestas por el juez)  

c) Circunstancia de modo, tiempo y lugar en que deben cumplirse 

d) Utilizara los medios que estén al  alcance del juez.  

 

Por la gravedad y la urgencia la resolución  debe ser completamente eficaz, rápida,  

idónea y no apelable para cumplir con el objetivo de las Medidas Cautelares. 

 

3.1.3 Delegación. 

 

En el art. 34 de la LOGJCC establece que “ la jueza o juez tiene la obligación de 

garantizar el cumplimiento y ejecución de las medidas cautelares que ordene, para lo 

cual podrá delegar a la Defensoría del Pueblo o a cualquier otra institución estatal 

encargada de la protección de derechos, la supervisión de la ejecución de medidas 

cautelares.” (Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional, 

2009). 

 

 Lo que se delega es la supervisión de las Medidas Cautelares a otra autoridad, para 

garantizar el cumplimiento de las mismas como por ejemplo a la Defensoría del Pueblo 

“sin ser la única, pues, dependiendo de la naturaleza de la cautelar y de  las personas 

protegidas, toda institución estatal tiene la obligación de proteger los derechos 

fundamentales” (Egas, Luque, & Zavala, 2012, pág. 352). 
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3.1.4 Revocatoria 

 

Como habíamos analizado en el capítulo anterior son características de las Medidas 

Cautelares Constitucionales el ser revocables y provisionales (en relación a la posible 

vulneración o cesación de los derechos vulnerados) es decir no son de carácter 

indefinido y por lo tanto son  revocables; esta revocabilidad como nos indica el art. 35 

de la LOGJCC no es por el mero antojo o discrecionalidad del Juez sino proceden  

solamente cuando ocurran las siguientes circunstancias: 

 

a) Se haya evitado o interrumpido la violación de derecho. 

b) Hayan cesado los requisitos previstos en la LOGJCC.  

c) Se demuestre que no tenían fundamento. 

 

En los  dos primeros casos es obvio que si se a evitado o  interrumpido la violación de 

derechos  o hayan cesado los requisitos previstos en la ley para que se otorguen las 

mismas,  ya no existe que proteger o evitar, ya no hay razón de ser de las Medidas 

Cautelares Constitucionales en consecuencia deben ser revocadas.  

 

En cuanto al tercer caso  estamos frente a que el obligado tendrá que comparecer y 

demostrar de manera objetiva y clara que no existe fundamento para que el Juez haya  

concedido las Medidas Cautelares Constitucionales y por lo tanto solicita que se 

revoquen.  

 

El juez tendrá que valorar los nuevos argumento y narración de los hechos presentados 

y revocar o no las Medidas Cautelares Constitucionales pudiendo convocar a las partes 
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a  una audiencia en la cual el sujeto activo y pasivo presentarán sus argumentos. En caso 

que la  petición de revocatoria no sea  concedida el Juez  deberá determinar las razones 

y este auto podrá ser apelado en tres días. 

 

En el artículo en mención nada se dice sobre si la decisión del Juez es la de  revocar las 

Medidas Cautelares Constitucionales que ocurre , ¿este auto es o no apelable?.  Al no 

decir nada y expresamente posibilitar la apelación frente al auto que se niegue la 

revocatoria entendemos entonces que no existe la posibilidad de la apelación del auto 

que revoque la resolución de concesión de medidas cautelares, sin embargo el criterio 

no es unánime y existe la tendencia doctrinaria pro-derechos, constitucionalista  de 

varios de los autores que seguimos y uno de ellos  nos dice:  

 “ Si, por el contrario, la revocatoria es concedida, el mismo derecho a recurrir en 

 apelación tiene el recurrente y ello se fundamenta en lo que prescribe la letra m) 

 del numeral 7 del artículo 76 y el numeral 3 del artículo 86 CRE y, además, 

 porque el numeral 8 del artículo 4 LOGYC así lo garantiza al no existir  norma 

 expresa en contrario que niegue el recurso de apelación del recurrente” (Egas, 

Luque, & Zavala, 2012, pág. 354).  

Por lo tanto, sí operaría la apelación en los dos casos  (negar o aceptar la revocatoria). 

 

3.1.5 Audiencia 

 

El art.  36 hace referencia a la audiencia en las Medidas Cautelares  que: “De manera 

excepcional y de considerarlo necesario, la jueza o juez podrán convocar a los 

involucrados a una audiencia para ordenar las medidas, modificarlas, supervisarlas o 
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revocarlas.” (Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional, 

2009). 

 

Las Medidas Cautelares Constitucionales deberán ser concedidas o negadas en primera 

providencia por medio de una resolución que la emita el Juez constitucional, esto por su  

por su carácter de urgente y peligro en la demora.  Sin embargo de ello de manera 

excepcional, solo cuando exista la necesidad de hacerlo y el Juez requiera de mayor 

certeza para tomar la decisión y así evitar la vulneración de derechos de las partes, el 

Juez  únicamente y de manera excepcional podrá convocar a Audiencia a las partes 

para:     

 

a) ordenar las medidas;  

b) modificarlas  

c) supervisarlas;  

d) revocarlas. 

 
3.1.6 No pruebas 

 

 En el  art. 33 de la LOGJCC dice que “No se exigirá pruebas para ordenar estas 

medidas ni tampoco se requiere notificación formal a las personas o instituciones 

involucradas”.  

 

El legislador en este artículo utiliza un imperativo al decir “no se exigirá”,  por lo tanto 

frente a un imperativo al juez no le queda duda ni puede utilizar su discrecionalidad sino 

solamente le queda cumplir con lo que dispone la ley (no exigir pruebas), como nos dice 

Luis Cueva Carrión autor citado en varias oportunidades en este texto “ uno de los 
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presupuestos para solicitar medidas cautelares es la simple existencia de la apariencia de 

buen derecho ( fomus boni iuris), la existencia probable de un derecho; no la 

comprobación exhaustiva ni la demostración de la existencia plena del derecho”. 

(Carrion, 2012, pág. 121). 

 

 Las medidas cautelares no tienen como objetivo resolver el fondo de la controversia, 

para eso existen las vías adecuadas, sino mas bien evitar o cesar la violación de un 

derecho fundamental, lejos de resolver el fondo del asunto.  La valoración y exigencias 

de las pruebas es un elemento esencial para formar el criterio y aportar con elementos 

de Juicio para que el Juez competente en la materia al momento oportuno sentencie 

sobre el fondo del asunto (reiteramos). 

 

Sin embargo de ello Cueva Carrón también nos dice que el Juez no puede exigir 

presentación de pruebas  pero la parte interesada puede presentar de creerlo conveniente 

las pruebas necesarias que le brinde mayor elemento de Juicio al Juez y así “evitarse 

sorpresas desagradables”.   

 

3.2 Análisis de  casos prácticos 

 

Se analizarán dos casos prácticos los cuales son de similares o casi idénticas 

circunstancias, sin embargo los señores  Jueces los resolvieron y tramitaron de manera 

diametralmente opuesta. 

 

Con fines didácticos el primer caso número 0125-2012 ventilado en el Juzgado Segundo 

adjunto de Tránsito propuesto por Averos Jaramillo Sandra Talía en contra de Arcos 
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Coronel Rolando por sus propios derechos y como representante legal del Centro 

educativo Delficentro Cia Ltda lo llamaremos caso “Averos”.  

 

El segundo caso es el número 1401-2012-264 ventilado en el Juzgado Primero de 

Inquilinato propuesto por Julissa Vanesa Gamboa Toledo en contra de  Arcos Coronel 

Rolando por sus propios derechos y como representante legal del  Centro educativo 

Delficentro Cia Ltda que para los fines didácticos lo llamaremos caso “Gamboa”. 

 

3.2.1Antecedentes:  

 

a) Los dos casos son muy similares entre si ya que las dos actoras laboraban en el 

mismo centro educativo, las dos se encontraban embarazadas y las dos fueron 

despedidas intempestivamente de su trabajo aludiendo cierre de la institución de manera 

pública y notoria. 

 

b) Se les llamó a la Inspectoría de trabajo para la liquidación de sus haberes, en la 

misma no constaba sus derechos que les correspondía por despido intempestivo de  

mujer embarazada, por lo que no  firmaron el acta respectiva, siendo amenazadas las 

actoras en que se venderían todos los bienes pero no se les pagaría un centavo. 

 

c) Las actoras de manera individual presentan la demanda laboral reclamando el 

reconocimiento del despido intempestivo de mujer embarazada y el pago de las 

indemnizaciones correspondientes. 
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d) Se presentan de manera individual de igual manera la solicitud de Medidas 

Cautelares Constitucionales con los antecedentes expuestos cumpliendo con todos los 

requisitos que establece la Ley y la Constitución. 

 

3.2.2.- Petición 

 

Con los antecedentes expuestos “Gamboa” y “Averos” presentan la solicitud de 

Medidas Cautelares Constitucionales cumpliendo con los requisitos  necesarios: 

 

a)Periculum in mora  (el peligro en la demora).-  De los antecedentes expuestos nos 

podemos dar cuenta que,  ya se ha presentado la demanda laboral, misma que resolverá 

el fondo del asunto  aproximadamente  en 4 o 5 meses. 

 

Hasta mientras la mujer embarazada despedida intempestivamente que se encuentra 

dentro del los grupos de atención prioritaria por su estado de gravidez, está en un 

peligro real que se vean vulnerados sus derechos a la salud, vida, vivienda, alimentación 

y  proyecto de vida, amenaza que dejará de ser tal al momento que el demandado venda 

sus bienes y de esta manera no tenga lo suficiente para cancelar su obligación luego de 

la sentencia dictada por el Juez. 

 

La venta y  enajenación de bienes es un trámite sencillo y sumamente rápido, por lo que 

existe peligro en la demora, y es necesario que se dicten las Medidas Cautelares 

Constitucionales de manera rápida para evitar la  vulneración de los derechos 

constitucionales mencionados así como la tutela judicial efectiva.   
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b)Fomus bonis iuris (La apariencia del buen derecho) Cosa que también se cumple, ya 

que no se trata del  reconocimiento de un derecho, sino precautelar que no se vulnere un 

derecho fundamental es por esto que es necesario la narración de los hechos de una 

manera objetiva,  clara y cuidando mucho la lealtad procesal para brindar al juez los 

suficientes elementos de juicio para que resuelva y dicte o no las medidas cautelares, en 

los casos que estamos analizando esto se hace en el punto tercero de la solicitud de las 

Medidas Cautelares Constitucionales.  

 

c)  Inminente, Grave y Urgente. La resolución sobre las Medidas Cautelares 

Constitucionales en estos casos son obviamente inminentes, ya que el peligro de la 

violación del derecho no es algo subjetivo sino algo real, objetivo y palpable ya que 

incluso existieron afirmaciones de vecinos que aseguraron que ya se habría celebrado 

una promesa de venta de alguno de los bienes. Las mujeres evidentemente se 

encontraban embarazadas y necesitaban sustento necesario para satisfacer sus 

necesidades básicas y de no satisfacerlas se verían vulnerados sus derechos 

constitucionales.  

 

Cumple también con el requisito de ser grave y urgente ya que, como lo sabemos el 

trámite de compraventa de un bien inmueble dura muy poco y más aún de un bien 

mueble como un carro y  si no se dictan las medidas cautelares rápido y de manera 

urgente y se enajenan los bienes del sujeto pasivo el mismo no tendría con que 

responder y como pusimos el ejemplo en el capítulo anterior el remedio a la enfermedad 

llega cuando  el paciente ya murió. Por lo tanto la vulneración de este derecho es un 

daño grave, que debe ser resuelto de manera urgente. 



32 
 

  

La solicitud de Medidas Cautelares Constitucionales y los hechos narrados constituyen 

una clara necesidad de prevenir que se vulneren los derechos de  las mujeres 

embarazadas despedidas intempestivamente por lo que,  en la pretensión se solicita 

como medida cautelar  prohibir la enajenación de los bienes del Centro Educativo así 

como también de su representante legal Sr. Arcos.  

 

En la solicitud no se pide al Juez que resuelva sobre el fondo es decir si tiene derecho o 

no a una indemnización, lo que se solicita es que de manera provisional se dicten 

medidas cautelares para que en caso que el juez de lo laboral reconozca el derecho el 

Señor actor tenga con que responder y así se garantiza la tutela judicial efectiva. 

 

 Además en el punto séptimo  de la solicitud  dejan  expresa la declaración de no haber 

planteado otra medida cautelar por los mismos hechos, por los mismos actos u 

omisiones, en contra de la misma entidad, persona o grupo de personas y con la misma 

pretensión cumpliéndose así todos los requisitos estudiados en los capítulos anteriores 

para que el Juez de paso a las Medidas Cautelares Constitucionales. 

 

3.2.3 Juez competente 

 

 En la Constitución de la República del Ecuador en su art. 86 numeral 2 literal b dice 

que “serán hábiles todos los días y horas”,  por lo tanto en fin de semana el competente 

es el Juez de primer nivel que se encuentre de turno,  esto es obvio por la urgencia e 

inmediatez con la que se debe actuar en estos casos, sin embargo en los procesos 

analizados  se presentó la solicitud de  Medidas Cautelares Constitucionales el día 
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sábado 28 de julio a las 14h26 minutos cuando se cumplía el turno reglamentario del 

Juzgado primero de garantías penales, sin embargo el Juez no conoce la causa y la 

remite a la oficina de sorteos para que radique la competencia a uno de los Juzgados.  

 

En estos casos era de suma urgencia que se dé trámite a la medida cautelar con rapidez, 

ya que se trataba de mujeres embarazadas que fueron despedidas de su trabajo y su ex 

empleador  no reconoce los derechos que les correspondían  por el despido intempestivo 

a mujer embarazada,  amenazando así con vulnerar los derechos constitucionales a la 

vida, salud, vivienda ya que no tendrán con que satisfacer sus necesidades básicas al  no 

contar con un trabajo, del cual fueron privadas por el estado de gravidez en el que se 

encontraban, siendo víctimas además de un discrimen por su estado.  

 

Sin embargo como consta en los procesos que se adjuntan  el Juez  no conoce las causas  

y las  manda a sorteo,  lo que  atenta contra la finalidad de las Medidas Cautelares 

Constitucionales. Cosa distinta sería en el caso que la acción se presentare en un día 

ordinario donde la competencia la tienen todos los jueces de primer nivel y por lo tanto 

tiene que ingresar por sorteo como lo expresa la LOGJCC. 

 

3.2.4 Resolución 

 

Una vez sorteados las solicitudes de medidas cautelares recaen en diferentes  Juzgados y 

tramitados de manera distinta. El caso “Gamboa” no es resuelto en primera providencia,  

se convoca a una audiencia pública oral y se resuelve varios días después a nuestro 

parecer de una manera ilegal e inconstitucional, ya que la Jueza rompe con la lógica, el 

sentido y la finalidad de las Medidas Cautelares Constitucionales  y en su resolución 
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expresa “ RESOLUCIÓN… PRIMERO: En la presente acción de protección de 

derechos constitucionales…” es decir la Jueza confunde medidas cautelares con la 

acción de protección “… B) De la documentación adjuntada a la presenta acción, se 

establece que la accionante mantiene su trabajo en calidad de Profesora del Centro 

Educativo Delficentro Cia Ltda, y por ello continua constando en los roles de pago y en 

los aportes al Seguro Social por parte del mencionado Centro Educativo en donde presta 

sus servicios. Así mismo consta en el documento último que se presenta mediante el 

cual se advierte que pidió una certificación en el Ministerio de Relaciones Laborales 

sobre el acta  de finiquito con el accionado, que “ El señor Arcos nos comunicó que se 

nos había concedido el turno para firmar dicha acta de finiquito, el día viernes 20 de 

julio de 2012 a las 15h45, cita a la que no compareció el señor Arcos ya que no ingresó 

a la oficina del inspector designado, presentándome solo yo”, advirtiéndose que dicha 

petición se lo ha realizado en fecha 2 de agosto del presente año, y hasta el momento no 

se ha presentado respuesta alguna a la misma, habiendo transcurrido en demasía el 

tiempo que se ha solicitado en la audiencia para recibir esta información. Así mismo de 

la intervención de la parte accionada en al audiencia oral pública, se desprende que no 

se ha provocado el despido en el trabajo del accionante, ni es esa la intención del 

Representante del centro Educativo en donde labora, lo cual ha sido corroborado con la 

documentación antes enunciada que se ha presentado en audiencia oral. C) por lo antes 

descrito, se llega a la conclusión que los hechos narrados por el accionante en la acción 

propuesta no constituyen violación de los derechos de la misma, así como tampoco 

existe la amenaza grave e inminente que se requiere para que se someta a los 

requerimientos que la regulación del procedimiento constitucional exige a fin de 

conceder la protección constitucional e acuerdo al contenido de una medida cautelar. D) 

Finalmente cabe anotar que la accionante tiene las vías legales ordinarias para hacer 
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valer sus derechos y de hecho está haciendo uso del trámite laboral, el mismo que podrá 

impulsar a fin de obtener la decisión judicial a su favor si es que el derecho así lo asiste. 

En consecuencia, y en consideración al contenido del Art. 87 de la Constitución y 26 y 

27 de la LOGJCC, se niega la presente petición de medidas cautelares que ´propone el 

accionante. De conformidad con el numeral 5 del Art.  86 de la Constitución…” 

(Gamboa_Delficentro (medidas cautelares), 2012).  

 

Me he permitido transcribir la parte resolutiva de la decisión de la Jueza para no caer en 

exageraciones ni falsas apreciaciones, ya que a nuestra opinión la Jueza ha desvirtuado 

completamente con los principios de las Medidas Cautelares Constitucionales de 

principio a fin   ya que las mismas no buscan resolver sobre el fondo del asunto ni 

reconocer un derecho, sino evitar o cesar la vulneración de un derecho fundamental.  

 

Las Medidas Cautelares Constitucionales son de carácter urgente y por ello con 

consideraciones especiales como ya lo analizamos,  en el cual  no se puede exigir 

pruebas y peor aun negar las Medidas Cautelares Constitucionales  porque se tiene vía 

ordinaria a la cual acudir  y porque ya se está haciendo uso del tramite laboral para el 

reconocimiento del derecho ¡vaya absurdo¡, si de lo que se trata es justamente dictar las 

Medidas Cautelares Constitucionales de manera provisional hasta que el Juez de lo 

laboral se pronuncie sobre el fondo o cese la vulneración o amenaza de los derechos 

constitucionales. 

 

En el caso “Averos” el Juez resuelve en primera providencia argumentando su decisión 

y en la parte resolutiva dice “ RESOLUCION.- Con fundamento en el Art. 33 de la Ley 

Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional, se admite la medida 
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cautelar solicitada por Sandra Thalía Averos Jaramillo, disponiendo oficiar a la 

Registradora de la Propiedad y al Registrador Mercantil del Cantón Cuenca, a fin de que 

se prohíba la venta y enajenación de los bienes de propiedad que formen parte del 

patrimonio del centro Educativo Delficentro Cia. Ltda. Y de los bienes de propiedad del 

Representante Legal Señor Rolando Arcos Coronel. De conformidad a lo establecido en 

el Art. 34 de la Ley tantas veces invocada, para garantizar el cumplimiento y la 

supervisión de la medida cautelar ordenada, delego al señor Defensor del Pueblo de la 

Provincia del Azuay, a quien se le notificará con esta resolución, quien luego informará 

de la ejecución de esta medida. En atención al Art. 38 de la Ley antes invocada, 

remítase a la Corte Constitucional para su eventual selección y revisión… “  (Averos- 

Delficentro (Medidas Cautelares), 2012).  

 

Resolución que cumple con todos los requisitos y fundamentos necesarios expuestos  

cuando conceptualizábamos el tema, tales como:  fundamenta la resolución, se nombra a 

la defensoría del pueblo para que vigile que se cumpla con lo ordenado y se oficia a la 

Registrador de la Propiedad y Mercantil con el fin de se prohíba la venta y enajenación 

de los bienes propiedad del Centro Educativo y su representante, cumpliendo así con lo 

establecido en la ley y la doctrina y sobre todo el fin en sí mismo de las Medidas 

Cautelares Constitucionales.     

 

3.2.5 Delegación 

 

Como lo analizamos en el punto anterior el Juez para garantizar el cumplimiento y la 

supervisión de la medida cautelar delega al señor Defensor del Pueblo de la Provincia 
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del Azuay,  quien luego deberá informar sobre  la ejecución de esta medida. ( informe 

que dentro del proceso sí se lo solicita) 

 

3.2.6 Audiencia 

 

Como habíamos visto es líneas anteriores al conceptualizar el procedimiento de las 

medidas cautelares decíamos que dentro de estas,  la Ley permite  de manera 

excepcional convocar a audiencia pública a las partes para ordenar las medidas, 

modificarlas, supervisarlas o revocarlas. 

 

Dentro de los casos analizados los dos Jueces convocan a audiencia, en el caso 

“Gamboa” para dictarlas y en el caso “Averos” para modificar las medidas cautelares 

ordenadas. 

 

En el caso “Gamboa”, se convoca a audiencia oral pública con el fin de brindar mayores 

elementos de juicio para dictar la medida cautelar, en la que la Jueza no se pronuncio 

sobre  las mismas sino dio tiempo para la presentación de una documentación que se 

solicitaba,  a nuestro criterio actuación  ilegal ya que,  las medidas cautelares tiene la 

necesidad de ser urgentes y no tienen que resolver sobre el fondo de la controversia que 

en este caso lo hará el señor Juez de lo Laboral con toda la documentación y pruebas de 

descargo solicitadas,  como lo hemos dicho en varias oportunidades en el desarrollo de 

este trabajo. 

 

En el caso  “Averos”  El Juez Constitucional convocó a una audiencia oral pública con 

la finalidad de resolver sobre la solicitud de modificación de las medidas cautelares 
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impuestas.  Las medidas cautelares tienen que ser proporcionales y a claras luces no se 

cumplió con esta característica  ya que  la demanda en vía laboral era  por una cuantía 

de diecinueve mil dólares y lo que se quería era prevenir que en caso que el juez dicte 

sentencia favorable, reconozca el derecho y ordene el pago de las indemnizaciones 

siendo  el valor a cancelar la cantidad  de 19.000,oo dólares la parte demandada tenga 

con que realizar el pago y no venda sus bienes para evitar la cancelación de su 

obligación.  

 

El Juez Constitucional ordenó la prohibición de venta y enajenación de los todos los  

bienes del Centro Educativo así como el de su representante legal, no cumpliendo así 

con esta característica reiteramos. 

 

El Señor Arcos solicita la modificación de las medidas cautelares lo que está 

plenamente amparado por la Ley y el Juez haciendo uso de lo que prescribe la LOGJCC 

convoca a  las partes a una audiencia oral pública para resolver sobre el asunto. De la 

intervención de las partes se desprende la cuantía señalada en la vía laboral y que el 

señor Arcos tenía varios bienes con los que podía responder,  saliendo a la luz la 

desproporción de las mediadas cautelares constitucionales ordenadas.  

 

El Juez Constitucional decide modificar la medida cautelar y manifiesta que se ha 

interpuesto la prohibición en tres lotes y para guardar proporción y ya que la ley le 

permite se levanta la prohibición de dos lotes dejándose la prohibición de uno de ellos  

“… con la finalidad de precautelar todo el contenido del análisis de la medida cautelar 

dictada…”  siendo subsanado el daño que se podía provocar en la parte demanda   
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guardando así proporción con el derecho que se quería proteger y de esta manera no se 

vulnera el derecho de ninguna de las partes. 

 

3.2.7  No pruebas 

 

En el caso “Gamboa” la Jueza llama a  audiencia en donde pide una documentación la 

misma que le dejará tener mayores  elementos de juicio para resolver. Es sabido que en 

las medidas cautelares el juez no puede exigir prueba alguna, sin embargo esto ocurrió, 

siendo lo  solicitado  un documento difícil de conseguir y que la obtención del mismo  

tomaba mucho tiempo,  desbaratando  así con el objetivo de las Medidas Cautelares 

Constitucionales,  como es el caso de una copia certificada emitida por el Ministerio de 

Relaciones Laborales del acta de finiquito generada por el ex empleador que nunca se 

firmó, un absurdo total. 

 

 La Jueza dicta la resolución  en la cual niega la medida cautelar ya que ha pasado 

tiempo prudencial y no se ha presentado la documentación solicitada,  haciendo un 

análisis de las pruebas presentadas por el demandado como si se tratase de resolver el 

fondo del asunto lo cual como lo hemos dicho en varias oportunidades le corresponde al 

juez laboral, dejando así a la mujer embarazada sin poder precautelar sus derechos 

constitucionales con la altísima posibilidad que se quede sin indemnización alguna y en 

consecuencia se  violen sus derechos a la salud, vida, vivienda y proyecto de vida. 

 

3.2.8 Revocatoria 

Otra característica de las Medidas Cautelares Constitucionales es que son provisionales, 

por lo tanto una vez que se haya cumplido con la finalidad de las mismas  y ya no 
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tengan razón de ser deben ser revocadas, lo propio ocurrió en el caso “Averos “ que 

estamos analizando ya que, una vez que se llegó a un acuerdo en la vía laboral y se 

depositaron los valores convenidos en el Juzgado la parte demandada presento los 

documentos al Juez constitucional y solicito se revoquen las medidas cautelares y en 

consecuencia se levante la prohibición de enajenar, efectivamente siguiendo lo 

establecido en la Ley el Juez Constitucional  una vez que tuvo conocimiento que no 

habría razón para continuar con las medidas cautelares las levantó. 

 

Del análisis de los dos casos prácticos con iguales condiciones casi idéntico 

planteamiento los Jueces Constitucionales optaron por procedimientos diametralmente 

opuestos el uno violentando contra los derechos de una mujer embarazada  que le dejo 

en una verdadera zozobra con la posibilidad inminente que no pueda hacer valer sus 

derechos de manera efectiva y por otro lado tenemos la actuación de un Juez que si bien 

es cierto dictó unas medidas cautelares desproporcionadas pero no tenía otra opción ya 

que no podía exigir pruebas de los bienes que poseía para saber si era una persona 

adinerada y la medida en consecuencia era desproporcionada, sin embargo luego en la 

audiencia oral pública remedio el hecho modificando la resolución y levantando la 

prohibición de algunos bienes y dejando en otros, cumpliendo así con las características 

y objetivo de las medidas cautelares constitucionales. 

 

Por lo que una vez más insistimos la necesidad urgente que los Jueces constitucionales 

tengan una preparación plena y real sobre las garantías jurisdiccionales, su aplicación y 

procedimientos y más aun los principios fundamentales de nuestra nueva constitución.  
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CONCLUSIÓN 

 

Luego de analizar a las Medidas Cautelares Constitucionales desde sus tres 

perspectivas: legal, doctrinaria y práctica llegamos a la conclusión que son 

indispensables en el ordenamiento jurídico ecuatoriano ya que, contribuyen 

enormemente a garantizar la tutela judicial efectiva tan importante para alcanzar el 

anhelo de justicia que tenemos todos los seres humanos y que hemos entregado a la 

Función Judicial. 

 

Las Medidas Cautelares Constitucionales sin lugar a duda han venido para revolucionar 

nuestro esquema mental ya que tienen  características y requisitos muy propios así como 

un procedimiento sumamente ágil, sencillo e informal, que no requiere pruebas sino 

basta con una simple narración de los hechos para que el Juez Constitucional en primera 

providencia dicte una resolución al respecto. 

 

A pesar de ello es indispensable  señalar por lo menos requisitos básicos  que  deben los 

Jueces observar previo a dictar las Mediadas Cautelares Constitucionales tales como el 

peligro en la demora; apariencia del buen derecho;  la inminencia, gravedad y urgencia. 

 

Al ser las Medidas Cautelares Constitucionales muy nuevas hace falta desarrollarlas en 

el camino y  aclarar los vacíos y contradicciones existentes como por ejemplo que se 

considera daño grave solamente cuando el daño producido es irreparable,  con lo cual 

no estamos de acuerdo conforme lo expresamos en el desarrollo de este trabajo. 
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Otro aspecto que hace falta desarrollar y que le corresponde a la Corte Constitucional 

por medio de sus fallos resolver es la procedencia de las Medidas Cautelares 

Constitucionales junto con la Acción Extraordinaria de Protección. 

 

El desenvolvimiento de la práctica constitucional en nuestro país es un pilar 

fundamental que no lo podemos perder de vista, ya que una Ley coherente y una 

Constitución garantista  no sirve de mucho más que en la lírica,   si en la práctica por 

medio de los procesos y resoluciones no se ve plasmado el deber ser y el espíritu de la 

Ley y la Constitución. 

 

Como podemos observar en los casos prácticos analizados aún nos falta mucho, mucho 

por aprender y desaprender. Al ser todos los jueces de primer nivel jueces 

constitucionales el compromiso de preparación de los mismos debe ser mayor porque lo 

que se encuentra en juego no es algo simple se trata de derechos fundamentales que 

necesitan ser protegidos de manera urgente, rompiendo paradigmas y temores. 
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